Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Es la hora 17 y 11 minutos.) 


-Según el régimen acordado en la sesión anterior, nos reuniremos los días martes y jueves. 
En el caso de los días jueves el horario está aún por determinar, ya que depende de la superposición 
con la Comisión de Presupuesto que integra la Senadora Moreira. Los días martes estarán dedicados 
al proyecto sobre la marihuana, proveniente de la Cámara de Representantes, y los días jueves al 
proyecto de internación compulsiva, en la versión modificada presentada por la bancada del partido de 
Gobierno. 


No sé si algún señor Senador desea proponer algún régimen de trabajo con respecto al 
proyecto de ley denominado control y regulación del estado de la importación, exportación, plantación, 
cultivo, cosecha, producción, adquisición, almacenamiento, comercialización y distribución -hago 
constar que no dice “consumo”- de la marihuana y sus derivados, que corresponde a la Carpeta N* 
1288/2013. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Aquí se expresó por parte de los señores Senadores de la Bancada 
oficialista que la voluntad era llevar pari passu el tratamiento de esta ley junto con la referente a la 
internación compulsiva y demás medidas que tienen que ver con el control de las adicciones. En ese 
momento esto fue planteado como una posición del Frente Amplio y lo pueden hacer porque tienen la 
mayoría; además, este planteo parece bastante razonable porque las dos iniciativas están 
relacionadas, por lo que aceptamos ese criterio. Por lo tanto, creo que no debemos dejar de lado que 
tendremos que ir llevando más o menos en el mismo grado de cocción legislativa ambos proyectos de 
ley, uno de los cuales está originado aquí en el Senado y el otro en la Cámara de Representantes. Eso 
fue lo solicitado y estuvimos de acuerdo en ello. Obviamente analizaremos las dos iniciativas y 
haremos alguna observación que la mayoría aceptará o no, ya que acá estamos en manos de la 
mayoría para que ella haga lo que considere más conveniente. Pero el planteo de la Senadora Moreira 
en ese sentido a mí me pareció razonable. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como consecuencia de esa posición, distribuimos la consideración de los 
proyectos en dos días de la semana. Por otro lado, quiero recordar a la bancada oficialista que yo hice 
una propuesta para que, en cuanto a los centros de contención y rehabilitación de los adictos, 
reforzáramos o incorporáramos los artículos que fueran necesarios en este proyecto de ley de 
regulación del mercado de la marihuana, de tal manera que obviáramos el inconveniente de que 
somos primera Cámara en el proyecto de internación compulsiva, y segunda Cámara en el de 
regulación de la marihuana. Si incorporáramos estos artículos dentro del mismo proyecto de ley, 
cuando vuelva a la Cámara de Representantes y sean aceptadas o rechazadas -aunque creo 
que van a ser aceptadas- las modificaciones que le hagamos, una vez que sea promulgado va a 
quedar todo dentro de un mismo cuerpo, lo que no llevará a un desfasaje temporal entre una solución y 
la otra. 


De cualquiera manera, me gustaría saber si hay algún régimen de trabajo propuesto con 
respecto a este proyecto de ley sobre control y regulación de todo lo que tiene que ver con la 
marihuana en el Uruguay. 


SEÑOR AGAZZI.- De acuerdo a lo que se acaba de señalar, la organización del régimen de trabajo 
para atender estos dos proyectos de ley va a ser que los martes vamos a trabajar en el control y 
regulación del cannabis y los jueves en la ley de internación y tratamiento de adictos, pero yo había 
entendido -capaz que entendí mal- que íbamos a comenzar a recibir algunas delegaciones, para el 
tratamiento del control y regulación de cannabis. 


Nosotros recibimos el repartido en el que figuran todos los que fueron convocados en la 
Cámara de Representantes y, además, los integrantes de la Comisión tenemos disponibles las 
versiones taquigráficas donde constan las opiniones allí vertidas. En lo que me es personal, planteo 
que hay cuatro aportes fundamentales que deberíamos recibir de primera mano en la Comisión, por lo 


que aprovecho para solicitar que sean convocados para dar su opinión en relación a este proyecto de 
ley que cuenta con media sanción: el Ministerio de Salud Pública y la Junta Nacional de Drogas, como 
autoridades políticas en la materia y después, como aportes técnicos importantes, la Cátedra de 
Toxicología de la Universidad de la República y las Cátedras de Derecho Constitucional y de Derecho 
Administrativo por los aspectos que tienen que ver con derechos que son importantes. Vuelvo a decir 
que aunque las opiniones figuran en las versiones taquigráficas, creo que no podemos funcionar solo 
en base a papeles y sin dialogar con actores de aspectos relevantes. Por lo tanto, propongo que se cite 
a estos cuatro actores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Solicito que la Secretaría informe de un pedido realizado por la señora 
Senadora Moreira. 


SEÑORA SECRETARIA.- Había solicitado la presencia del Centro de Farmacias y la Sociedad de 
Psiquiatría. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a incorporarlas. 


Sé que hay un cierto orden que sería preferible para que concurrieran las delegaciones. En 
ese sentido, el Ministerio de Salud Pública y la Junta Nacional de Drogas deberían concurrir en primer 
lugar porque van a ser los encargados de poner en marcha el proyecto de ley una vez que sea 
aprobado. Sin embargo, facilitaría la convocatoria a los demás organismos propuestos si no nos 
atenemos estrictamente a un orden porque, de lo contrario, no podremos hacer venir a ninguno de los 
demás hasta que concurran los primeros. De manera que pediría al señor Senador Agazzi que me 
indique si tenemos flexibilidad en el orden de la convocatoria. 


SEÑOR AGAZZI.- Creo que sería necesario comenzar con el Ministerio de Salud Pública y con la 
Junta Nacional de Drogas. Para invitar a los demás organismos sí habría flexibilidad. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiere decir que no deberíamos convocar a ninguno de los otros hasta tanto 
no vengan el Ministerio de Salud Pública y la Junta Nacional de Drogas. Tengo entendido que estos 
dos organismos van a concurrir el día jueves a los efectos de tratar, en principio, el otro proyecto de ley, 
de modo que podríamos aprovechar para considerar con ellos también esta iniciativa ya que, en 
definitiva, ambos están muy vinculados, por supuesto, si hay acuerdo en la Comisión y si a ellos les 
parece bien. 


SEÑOR ITURRALDE.- Debido a una razón de economía procesal, me parece que sería pertinente 
invitarlos a que concurran para hablar de los dos temas; creo que van a preferir asistir a una sesión un 
poco más larga pero con la idea de evitar venir también a la siguiente. 


SEÑOR PRESIDENTE..- Secretaría va a hacer las consultas pertinentes y ya les adelantaría que se los 
va a convocar para considerar ambos temas a la vez. 


Solicito a la Secretaría que antes de finalizar la sesión me recuerde que está pendiente dar 
entrada a una serie de asuntos. 


Con respecto al proyecto de ley que tenemos a consideración en el día de hoy, sería bueno 
que quienes no hemos participado en su elaboración tuviéramos un cierto conocimiento acerca del 
mismo. Por lo tanto, para mí sería sumamente útil que alguno de los señores Senadores de la mayoría 
oficiara de miembro informante al resto de los integrantes de la Comisión y explicara el contenido de 
esta iniciativa, ya que -confieso-la he leído solo en forma superficial. 


SEÑOR GALLO.- No vamos a hacer una presentación formal de todo el proyecto de ley, sino 
solamente trasmitir que es una iniciativa que está inscrita dentro de un plan en materia de seguridad y 
convivencia que en su momento el Poder Ejecutivo diseñó mediante una serie de proyectos que iban a 
ser analizados por el Poder Legislativo a los efectos de poder concretar dicho plan, en el que se 
inscribe este proyecto de ley en particular, referido a la regulación del cannabis, y el relativo al 


tratamiento de los adictos en riesgo. El espíritu de esta iniciativa estaba en resolver graves aspectos 
relativos al consumo de drogas, fundamentalmente en este caso de la marihuana, y las consecuencias 
sociales que este ha traído. Por lo tanto, se creyó conveniente establecer diversas normas de 
regulación en lo que tiene que ver con aspectos que sin duda son polémicos pero que, en definitiva, 
vienen analizándose en el mundo a partir de la preocupación que existe por este problema, las 
consecuencias que tiene y, también, la evaluación que se está haciendo de las estrategias que se 
están desarrollando y que realmente no vienen dando resultado. Si bien se han incentivado y 
profundizado aspectos que tienen que ver con la represión y con la política de actuar sobre la oferta de 
las drogas, los resultados que se querían obtener con respecto a la disminución del consumo no se 
han alcanzado. Por lo tanto, ese nuevo paradigma es el que se ha querido reflejar en este proyecto de 
ley, en el sentido de que regularizando fuertemente el consumo estaríamos trabajando en tres sentidos 
que realmente son fundamentales en este tema. Uno de ellos es un aspecto sanitario: el hecho de 
considerar a todas las drogas como perjudiciales hace que se deban instrumentar permanentemente 
mecanismos que, con medidas sanitarias, actúen sobre la reducción del consumo. El segundo está 
referido a la seguridad: sin ninguna duda este tema, vinculado al consumo y tráfico de drogas, ha 
tenido una repercusión social muy grave. Todos sabemos las consecuencias que en el mundo y en 
nuestro país ha tenido el hecho de que ese mercado de las drogas esté en manos de la delincuencia. Y 
en tercer término hay un problema de derechos: nuestra legislación protege el derecho al consumo y 
aspiramos a que esa protección continúe, pero en un entorno en el que se contemplen, como 
decíamos, los temas de salud y seguridad. Creo que este proyecto de ley que viene del Poder 
Ejecutivo, en definitiva, está caminando por ese rumbo. 


Estas son las características generales del proyecto de ley, a cuenta de que en su momento 
comenzaremos a discutir en forma más detallada aspectos puntuales de la iniciativa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- A lo que aspiraba y a lo que aspiro -y lo voy a tratar de hacer- es a una 
especie de aproximación temática al contenido de este proyecto de ley, cuyo título, repito, habla del 
control y la regulación por parte del Estado de la importación, exportación, plantación, cultivo, cosecha, 
producción, adquisición, almacenamiento, comercialización y distribución de la marihuana y de sus 
derivados. 


Se trata de un proyecto de ley que tiene seis títulos, algunos de los cuales tienen a su vez 
varios capítulos. 


Ante todo, quiero dejar sentado claramente que no comparto el criterio general del proyecto de 
ley. 


La iniciativa tiene un Título | que habla de los fines del proyecto de ley y que está compuesto 
por dos artículos. Luego incluye un Título Il que habla de los principios generales, que también está 
compuesto por dos artículos. Y posteriormente tiene un Título lIl, referido al cannabis, que tiene varios 
capítulos. El primero de ellos modifica normas del Decreto Ley N* 14.294, conocido como ley de 
estupefacientes o de toxicomanías. Ese es el Capítulo | del Título 11, que entra en un detalle bastante 
minucioso de las modificaciones que se hacen a ese decreto-ley y es una de las partes sustantivas de 
este proyecto de ley. Este Capítulo |, “De las modificaciones a la normativa de estupefacientes”, tiene 
varios artículos, algunos de los cuales son muy extensos y detallados, como el artículo 5%. Luego, el 
Capítulo Il se denomina “De la salud y la educación de la población y los usuarios” y consta de cuatro o 
cinco artículos. 


Por su parte, el Título IV refiere a la creación del Instituto de Regulación y Control del 
Camnabis, IRCCA. El Título V se denomina “De la evaluación y monitoreo del cumplimiento de la 
presente ley” y tiene un único artículo, y el Título VI, “De la aplicación de la presente ley”, establece que 
el Poder Ejecutivo reglamentará y que se derogan todas las disposiciones que se oponen al proyecto. 


Es decir que, desde mi punto de vista, el cuerpo de este proyecto de ley está en el Capítulo | 
del Título lIl, que refiere a las modificaciones a la normativa de estupefacientes, y en el Título IV, que 
incluye todo lo relativo al IRCCA. 


Todas las disposiciones contenidas en el Capítulo | del Título Ill -o sea el artículo 5%, que 
modifica el artículo 3” del Decreto-Ley N* 14.294; el artículo 6%, que modifica el artículo 30 del mismo 
decreto; el artículo 7”, que modifica al artículo 31, y el artículo 8”, que crea una serie de registros que 
deberá llevar adelante el IRCCA- tienden a facilitar el consumo, la adquisición, la producción, la 
comercialización y, en última instancia, el consumo de la marihuana por parte de distintos segmentos 
de la población. En ese sentido, son disposiciones que, desde mi punto de vista, tienden a ampliar la 
demanda por esta droga y no a reducirla. Es cierto que se regula, pero no es un mercado que no esté 
regulado en el momento actual; se flexibiliza la regulación a los efectos de facilitar el acceso. 


El segundo grupo importante de disposiciones tiene que ver con la creación de un instituto de 
regulación y control que, si bien no lo dice específicamente, en cierta forma sustituye a la Comisión 
Nacional de Lucha contra las Toxicomanías. Además, insume una cantidad muy importante de 
artículos, desde el 17 hasta casi el final del propio proyecto de ley. Sin embargo, desde mi punto de 
vista, crea una serie de dificultades de Derecho Administrativo y de aplicación. Pienso que la más 
importante de ellas es la que tiene que ver con sus competencias y su dependencia. Digo esto porque 
en el segundo inciso del artículo 19 se establece textualmente que el IRCCA se vinculará y coordinará 
con el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Salud Pública, pero en el primer inciso dice que 
compete a la Junta Nacional de Drogas la fijación de la política nacional en materia de cannabis según 
los objetivos establecidos en el artículo anterior, contando para ello con el asesoramiento del IRCCA. 
Quiere decir que el IRCCA va a tener las políticas fijadas por la Junta Nacional de Drogas, pero su 
actuación desde el punto de vista de la responsabilidad política va a depender del Ministerio de Salud 
Pública. Entonces, es muy fácil imaginar a la Ministra de Salud Pública concurriendo a este Parlamento 
a rendir cuentas de la actuación del IRCCA y diciendo que la ley establece que el Ministerio se vincula 
y coordina la actuación del Instituto, pero que en realidad las políticas las fija una Junta Nacional de 
Drogas, sobre las cual el Ministerio no tiene más que una coparticipación porque en la Junta aquel es 
solo uno entre varios organismos. Es más, el artículo 21, que establece la integración de la Junta 
Directiva del IRCCA, dice que quien la preside no es el representante del Ministerio de Salud Pública -a 
través del cual este organismo se vincula con el Poder Ejecutivo-, sino el representante de la Junta 
Nacional de Drogas, que no depende exclusivamente -ni mucho menos- del Ministerio de Salud 
Pública. Creo, además, que las disposiciones referidas al cuidado de la salud y a la educación de la 
población y de los usuarios -que están contenidas desde el artículo 9% al 16 del proyecto de ley-, son 
programáticas, no son dispositivas en lo esencial, pero además dejan un vacío muy importante con 
respecto a cómo se va a tratar a los menores infractores de este proyecto de ley. El artículo 14 dice 
textualmente que los menores de 18 años de edad e incapaces no podrán acceder al cannabis 
psicoactivo para uso recreativo. En todo el texto del proyecto de ley, esta es la primera y, si no me 
equivoco, la única vez que se habla de acceder al cannabis psicoactivo para uso recreativo. Antes se 
decía, por ejemplo, “para otros usos”, pero aquí es la primera vez que aparece esta expresión. 
Comienzo a leer nuevamente: “Los menores de 18 años de edad e incapaces no podrán acceder al 
cannabis psicoactivo para uso recreativo. La violación de lo dispuesto precedentemente aparejará las 
responsabilidades penales previstas por el Decreto-ley N* 14.294” -el relativo a los estupefacientes, ya 
citado- (...) y por la presente ley”. 


Ahora, yo me pregunto qué pasa con los menores de 18 años que accedan al cannabis no 
para uso recreativo sino para uso comercial, porque está lleno de menores que venden marihuana y 
pasta base. ¿Qué pasa con esos menores? ¿Se les aplica las sanciones establecidas en el artículo 6 
de la ley que establece 20 meses de prisión a 10 años de penitenciaría para los infractores? Creo que 
este proyecto de ley tiene dificultades y la más grande deriva de que lo que se dice que es el objetivo 
de la ley en el artículo 1% no es congruente con el contenido del resto de la ley. El artículo 1* dice: 
“Decláranse de interés público las acciones tendientes a proteger, promover y mejorar la salud pública 
de la población mediante una política orientada a minimizar los riesgos y a reducir los daños del uso 
del cannabis, que promueva la debida información, educación y prevención, sobre las consecuencias y 
efectos perjudiciales vinculados a dicho consumo así como el tratamiento, rehabilitación y reinserción 
social de los usuarios problemáticos de drogas”. Quiero decir, con toda sinceridad y respeto por la 
bancada del partido de Gobierno, que si este proyecto de ley tuviera este objetivo reflejado en el resto 
del articulado, yo no dudaría en apoyarlo, pero el problema es que no tiene esa finalidad. Este proyecto 
de ley tiene la finalidad de introducir el consumo recreativo de la marihuana -tal como se expresa en 
ese artículo- dentro de los usos y costumbres aceptados por la sociedad uruguaya. Si bien este 
objetivo puede ser compartible o no, adelanto que yo no lo comparto, porque decir que este proyecto 
de ley tiende a promover y mejorar la salud pública de la población mediante una política orientada a 
minimizar los riesgos y reducir los daños cuando estamos flexibilizando el acceso -es decir, cambiando 


las reglas del mercado para que el acceso sea más fácil-, cuando estamos disminuyendo las penas de 
las infracciones y cuando estamos haciendo un gesto formal en lo que tiene que ver con la prevención 
y, fundamentalmente, con la contención y rehabilitación de los consumidores problemáticos o adictos - 
como los llamamos normalmente-, me parece que es un contrasentido. Reitero: 

proponer hacer como que el proyecto de ley promueve determinados fines cuando en 
realidad el articulado expresa otros totalmente distintos es un contrasentido. 


No voy a acompañar este proyecto de ley y creo que la mayoría haría muy bien en 
reflexionar sobre incorporar dentro del mismo las disposiciones concretas para la contención y 
rehabilitación de las personas que ya sufren adicciones, porque si no acá lo que estamos haciendo - 
como dijo el Presidente de la República- es una experimentación no científica, sino social, que va a ser 
muy difícil de evaluar y cuyas consecuencias, en caso de ser negativas, como preveo, van a ser muy 
difíciles de compensar. Por eso creo que este proyecto de ley merece un tratamiento muy cuidadoso y 
desde mi punto de vista creo que haríamos muy bien en reflexionar en profundidad sobre el articulado. 


Quería aportar mi visión de cómo veo este proyecto de ley. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- En el mismo sentido y a cuenta de las intervenciones que hagamos 
durante el trámite de esta malhadada ley, quiero decir que comparto en un todo las expresiones del 
señor Presidente. 


Me han resultado particularmente alarmantes algunas manifestaciones que, por provenir de 
algunas personas importantes de nuestro país, ponen en una peor perspectiva la aprobación de esta 
norma. El ex-Presidente Vázquez, interrogado acerca de la aprobación de este proyecto de ley y 
consultado sobre si lo admitiría para otras drogas, admitió que con la cocaína haría lo mismo. 


Esto nos hace pensar que se ingresa en un camino de permisividad y legalización que 
empieza con la marihuana y parecería -no digo que sea la intención de todo el partido que nos 
gobierna-, por lo expresado por una de sus principales figuras, que no se excluiría la adopción de 
similares medidas respecto de otras drogas que se llaman genéricamente duras, como la que he 
mencionado. 


En general hablo bien y no insulto a la gente -tendría que romper esa costumbre-, por eso no 
sé qué adjetivo usar, aunque en todo caso diría que me ha dado pena que el señor Presidente de la 
República dijera que va a hacer una experiencia con nuestro país. Los “mengeleanismos” respecto del 
país, no me gustan. Tampoco me gusta que seamos mirados como una entidad internacional en la que 
se va a hacer una prueba de laboratorio -poco menos- y menos si es impulsada y calificada de esa 
manera por parte del Presidente de la República. Me parece que tendría que tener otro respeto por una 
Patria, una Nación, que él ocasionalmente conduce en virtud del voto legítimo de sus compatriotas, 
pero a la que no puede calificar como zona de experimentos para medidas de este tipo. 


Bastantes experimentos de carácter social y sociológico se han hecho a través de la 
legislación aprobada por los señores integrantes del Gobierno. Bastantes. Y como ocurre con este tipo 
de medidas sociales, sus consecuencias se ven muy lejos, por tanto, no seremos nosotros los que 
podamos juzgar sus efectos nocivos, pero no cabe dudas de que los tendrán. 


Por otra parte, no deja de ser pintoresco y hasta tragicómico que quienes en ejercicio de 
nuestro derecho individual fumamos algún cigarrillo por día hayamos recibido el anatema de quienes 
opinan de manera distinta, más aún, que tengamos una especie de estigma social por el hecho de 
ejercer precisamente ese derecho individual. Es así que las antiguas hojillas Job, que todos usamos 
para fines más lúdicos que estos, armando algún Rio Novo en el campo, ahora se podrían usar para 
fumar marihuana y de una manera poco menos que totalmente libre. 


Realmente no entiendo la finalidad de este tipo de iniciativas. No sé si hay algo que los 
inspira o si hay alguna fuerza detrás de estas determinaciones que los impulsa a llevar esto al trote, 
poniéndole fecha para antes de fin de año y sin posibilidad de hacerle modificaciones para que no haya 


dificultades en el trámite de esta iniciativa. No sé. Me parece también que ese apuro, ese 
apresuramiento, no es bueno para una legislación tan delicada como esta. 


En relación a las prohibiciones, estoy seguro que reiteradamente se va a usar el ejemplo de la 
prohibición del alcohol de la Ley Seca promulgada en Estados Unidos en los años 20, porque es el 
caso más claro de algo que por haberse prohibido generó un submundo delictivo y, por supuesto, 
enormes fortunas logradas por quienes podían sortear esa prohibición. Creo que ir avanzando en las 
prohibiciones, como se hizo con la ley antitabaco, implica un menoscabo de la libertad. Hubiera 
aceptado que quienes tienen la costumbre de fumar tuvieran un recargo en su seguro de salud porque 
seguramente no es un hábito bueno, pero es inocuo, salvo para el que lo practica. También es 
científicamente comprobable que comer carne gorda es malo, pero entonces si seguimos en este tono 
mañana pasaremos a hacer una declaración jurada sobre cuánta carne se comió el fin de semana y 
qué tenor graso tenía, o se dará cuenta a un inspector de parrilla para que la gente no adquiera 
colesterol en cuotas. A mí no me gusta que me indiquen lo que tengo que hacer, porque la libertad se 
pierde en cuotas no al contado, sin embargo un buen día uno se encuentra con que ya es demasiado 
tarde. A mí este tipo de norma -como la ley antitabaco que hubiera votado en algunos aspectos sobre 
prevención y publicidad- no me gusta, y ahora, sorpresivamente, me encuentro con que estamos 
cambiando de posición y que ante una sustancia que es nociva -que genera daño a quien la consume 
pero que sobre todo abre una ventana de daño tremendo para los demás cuando se conduce bajo los 
efectos de esta sustancia, cuando cualquier reacción humana está velada o perturbada en su 
conciencia por haberla inhalado-se van a producir episodios que no son deseables. Además, 
todo el sistema de contralor y registro va a dar lugar -como pasa siempre- a que aparezca gente con 
poder sobre los demás y sobre todas las cosas que, lamentablemente, trae aparejado el poder a su 
alrededor. 


Como ocurrió con el proyecto de ley sobre técnicas de reproducción humana asistida -que 
no votaremos pero con el cual contribuimos junto con el señor Senador Moreira para tratar de mejorarlo 
en lo que correspondía porque esa es la actitud, y seguramente el señor Diputado Iturralde va a hacer 
lo mismo, en la medida que nos acompañe-, no vamos a votar esta iniciativa porque consideramos 
que es una señal equivocada hacia una sociedad que lamentablemente va hacia la disolución de las 
costumbres, la falta de sentido de la jerarquía, del orden, del respeto, del cuidado por el propio cuerpo 
y de la vida en sociedad. Esto va a ser un elemento malo para la vida social y en ese sentido no vamos 
a acompañar la aprobación del presente proyecto de ley. 


Muchas gracias. 


SEÑORA MOREIRA.- Por mi parte, voy a expresar una opinión general sobre los fundamentos, 
finalidades y objetivos del proyecto de ley, sin ingresar en el articulado ni en aspectos específicos que 
serán discutidos más tarde. Me parece que ahora es momento de hacer referencia a los aspectos 
generales de la iniciativa. 


En primer lugar, quiero decir que este proyecto de ley es, ante todo, el resultado de un 
debate muy importante que actualmente se está dando en muchos países de América Latina, así como 
también en la Comisión de la Organización de Estados Americanos que trata el tema de los 
estupefacientes y en la Comisión Global de Naciones Unidas que estudia la misma temática. 


La conclusión de todos estos organismos internacionales, pero especialmente de la OEA - 
organización que abarca a Estados productores y consumidores de drogas-, es que la batalla contra 
las drogas, de la manera en que se ha desarrollado en las últimas dos décadas, ha fracasado desde el 
punto de vista del objetivo de la reducción del consumo. El consumo de drogas se ha multiplicado 
astronómicamente en las últimas décadas y alcanza a jóvenes de niveles de edad cada vez más 
precoces. 


El informe de la OEA y de la Comisión Global de Políticas de Drogas concluyen, además, 
que el modelo prohibicionista ha generado una economía subterránea poderosísima, con intenso poder 
de compra de jueces, gobernantes y políticos -sé que en el Uruguay estos fenómenos se viven en 
forma mucho más atenuada, pero la realidad es que no dejan de estar presentes-, al tiempo que ha 
incrementado los niveles de violencia. Para demostrar esto último, basta con decir que en el último 


período político mejicano, el número de muertes por cuestiones del narcotráfico fue de 50.000 
personas. ¡50.000 personas murieron a causa de problemas relacionados con la lucha contra las 
drogas! 


Entonces, esta discusión que hoy está teniendo lugar en el Uruguay, se está dando en todo 
el mundo, sobre la base de la conclusión de que el modelo prohibicionista ha fracasado. 


¿Cómo es que nuestro país ingresa en este debate? 


Podríamos decir que a través de la Universidad de la República, que amparada en el artículo 
2* de la Ley Orgánica -que recomienda a la Universidad tratar y analizar temas de interés general-, el 
año pasado publicó un libro titulado “Aporte Universitario al Debate Nacional sobre Drogas”, el cual 
contiene el informe de investigadores especializados en Biología, Derecho, Toxicología, Psicología, 
Sociología, así como también de economistas, todos los cuales concluyen que en el Uruguay los 
problemas de las drogas están más relacionados con la prohibición que con el consumo. Estos 
estudios indican que en realidad hay un gran número de consumidores y un pequeño número de 
adictos; en este mismo sentido, se cita a Kleiman, quien sostiene que: “la mayoría de las drogas 
recuerda al alcohol, con muchos usuarios ocasionales, un número más pequeño de usuarios intensos, 
y un número menor aún que permanecen como usuarios intensos durante años”. 


Los estudios muestran que los grandes problemas del Uruguay, desde el punto de vista del 
impacto sanitario sobre la población, son el alcohol y el tabaco. En relación a la marihuana, 
recordemos que nuestro país no ha seguido una trayectoria prohibicionista estricta, puesto que el 
consumo está permitido, lo que data de la legislación de 1974. 


Son muchos los mitos que existen sobre la marihuana. Se dice, por ejemplo, que esta 
sustancia es el primer escalón para el consumo de otras, etcétera. El estudio realizado por la 
Universidad de la República levanta algunos de esos mitos, al tiempo que muestra que la marihuana es 
la tercera droga más consumida luego del alcohol y el tabaco, y que los impactos de su consumo sobre 
la sociabilidad familiar, sobre los hábitos de estudio y demás, no están demostrados, lo que surge de 
una muestra tomada de estudiantes de Secundaria de entre 15 y 19 años, a los que se les hizo una 
encuesta. 


Esta es la información científica y sistematizada que tenemos disponible en este momento y 
que, con mucho gusto, puedo entregar a la Secretaría para que la reparta a todos los señores 
Senadores. El mencionado trabajo de la Universidad, denominado “El Debate Público sobre las 
Drogas”, contiene varios estudios sobre las drogas. 


El proyecto de ley que tenemos a consideración toma en cuenta dos modelos de tratamiento 
de drogas o sustancias en el Uruguay: el viejo modelo de control del alcohol y el modelo del tabaco. Se 
intenta abandonar el modelo prohibicionista para seguir un modelo, en parte, sanitarista y, en parte, 
regulacionista, donde el Estado tiene un rol central en la producción, comercialización, distribución, 
etcétera. De esta forma se siguen los modelos que el Uruguay aplicó en su historia, de manera muy 
exitosa, en relación al consumo de alcohol y la regulación del tabaco que está siendo estudiado en el 
mundo como un modelo muy exitoso ya que la prevalencia del consumo del tabaco bajó de un 35% a 
aproximadamente un 15%. Como dije, el proyecto se basa en ambos modelos regulacionistas para 
atender una droga que se considera blanda, sin impacto visible sobre los consumidores y que, además, 
está asociada a una población que tiene niveles educativos relativamente altos en relación al consumo 
de otras drogas. ¿Qué es lo que hacemos? Lo que ahora entendimos que se debió hacer con el 
alcohol, esto es, asociar el modelo de regulación con grandes campañas públicas para que las 
personas vayan tomando conciencia de los efectos y hábitos vinculados a su consumo. 


¿Por qué menciono el tema del alcohol? Porque el alcohol es una droga legal pero, en 
general, las campañas publicitarias incentivan su uso, sobre todo entre los jóvenes, con eslóganes 
tales como “hace tu fiesta”, “viví tu noche”. Entonces, con el tiempo nos vamos dando cuenta que 
tenemos que eliminar el incentivo y, en todo caso, desincentivar su consumo. Los estudios muestran 
que las personas empiezan a consultar por problemas de alcoholismo a edades bastante tardías. El 


promedio de edad de la primera consulta es de 50 años y muchas veces estas consultas tan tardías 
generan problemas bastante irreversibles. Por tanto, lo que sigue a esta iniciativa es una gran 
campaña de prevención porque todos sabemos que la gente continuará usando alcohol, drogas y 
tabaco, pero tratamos de que esos consumidores libres tengan información sobre los usos nocivos de 
este consumo. Al mismo tiempo, se deben desestimular los modelos de consumo cultural que se han 
creado en torno a la marihuana. Cuando se habla del alcohol y el cigarrillo, se habla del modelo James 
Bond, que fue una forma de incentivar su consumo. Como ustedes recordarán, los primeros James 
Bond tomaban whisky y fumaban, y los últimos ya no fuman pero continúan bebiendo. Esto tiene que 
ver con la creación de modelos de consumo que inducen en aquel que consume una gratificación, un 
estilo cultural, una dignificación de la persona y del status. 


Entonces, yo aplaudo la llegada de este proyecto de ley; me parece que el Uruguay da un 
paso muy importante y valiente. Quiero agregar que ya varios países en el mundo han seguido 
procesos similares a los del Uruguay -no voy a mencionar a Holanda que es el más conocido y es el 
primer país que se embarca en una lucha, en su caso, por el tema de la heroína-, como ser España y 
algunos Estados de Estados Unidos -creo que son Colorado y Washington- que en este momento 
tienen una política de regulación del consumo de cannabis. Además, en todos los países o Estados en 
los cuales se han aplicado modelos regulacionistas y no prohibicionistas, los resultados de las políticas 
parecen lo suficientemente auspiciosos como para que el Uruguay, que tiene una escala país que 
permite la aplicación de una política integral, pueda seguir ese camino. 


Es cuanto quería manifestar. 


SEÑOR CONDE.- Ya que esta primera sesión sobre este tema se ha transformado -bienvenido sea 
ello- en una ocasión para dejar sentadas, por lo menos, las visiones o principios generales, y tomando 
en cuenta que el señor Senador Gallo y la señora Senadora Moreira ya han delineado los conceptos 
principales, quiero agregar dos o tres notas que me parecen importantes. 


En primer lugar, en la exposición de motivos del Poder Ejecutivo se expresa con claridad la 
motivación de la presentación de este proyecto de ley. Con franqueza todos hemos reconocido que el 
proyecto de ley que envió el Poder Ejecutivo, en sí mismo, no era un proyecto, sino un disparador para 
la construcción legislativa posterior, sin embargo la exposición de motivos es profundamente fundada y 
debe tomarse en cuenta. En su mayor parte, la exposición de motivos se remite a la estrategia que 
definió la Junta Nacional de Drogas para el período 2011-2015. Hago este primer apunte porque el 
señor Senador Lacalle Herrera planteó su preocupación acerca de la improvisación o la actitud 
experimental del Gobierno con este tema frente a la sociedad. En realidad, el proyecto viene anclado 
en una práctica intensísima de la Junta Nacional de Drogas en los últimos ocho años de trabajo y sus 
respectivos programas y estrategias, a los que no me voy a referir porque en pocos días vamos a 
contar con la presencia de sus representantes. 


Si tuviera que señalar un rasgo general para contraponer a las preocupaciones que se han 
expresado, empezaría por decir que la Junta Nacional de Drogas y el Gobierno en su conjunto asumen 
la política de drogas como un enfoque abarcativo, que va desde la promoción de hábitos y valores 
saludables, prevención, reducción de daños, tratamiento y rehabilitación, hasta la reinserción social, el 
control de la oferta, la prevención y el control del lavado de activos. Es decir que se tiene una visión 
total y abarcativa de toda la problemática en su complejidad social, tanto en la dimensión de la oferta 
como de la demanda. La Junta Nacional de Drogas, en su programa 2011 - 2015, dice lo siguiente: “La 
estrategia promoverá un abordaje socio sanitario desde una óptica de salud pública en su más amplia 
acepción. Incluye el derecho a la salud, la educación en salud, la prevención, detección precoz, 
asistencia y tratamiento en el campo de la enfermedad y de la reducción de daños a través de 
diversos dispositivos”. De modo que es absolutamente inequívoca, no solo la voluntad de tratar el tema 
en toda su complejidad social, sino la perspectiva, particularmente enfocada a la salud pública que, en 
definitiva, es la que viene al centro de los debates de esta Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como dije previamente, celebraría que el proyecto tuviera como objetivo real 
lo que dice en su artículo 1*, y el señor Senador Conde hace referencia al proyecto del Poder Ejecutivo 
enviado el 8 de agosto de 2012. En ese mensaje del Poder Ejecutivo con la firma del Presidente de la 
República, en su última parte previo al único artículo, tiene el último título de todos, con el numeral 5, 


que es “Objetivos centrales de la iniciativa”. En esa parte se dice lo siguiente: “El presente Proyecto de 
Ley resulta un instrumento idóneo para brindar soluciones a los aspectos reseñados, y particularmente 
para:”, y a partir de allí se detallan cuatro objetivos específicos que el Poder Ejecutivo llama objetivos 
centrales que serían los siguientes: 


“La separación del mercado de la marihuana del mercado de las otras drogas, de forma de 
que se reduzca significativamente el número de nuevos ingresos de personas al mercado de 
sustancias toxicológicamente más riesgosas, como ser la pasta base o la cocaína. 


.La normalización e inclusión social plena del uso de marihuana, de forma que los usuarios 
no sean estigmatizados ni tratados a partir de la aplicación de la ley penal, sino que se pueda trabajar 
con ellos, y con la sociedad toda, a partir de programas y campañas educativas que apunten a darles 
información veraz y creíble sobre el tema, para que puedan tomar decisiones informadas y 
responsables, y sepan además calcular y gestionar de una forma eficiente los riesgos del uso de esta 
sustancia. 


.La profundización (mediante los gravámenes que conllevará la comercialización legal de 
camnabis, entre otros aspectos) del desarrollo y diversificación del sistema nacional de atención a las 
personas con problemas de drogas, de forma de dar respuestas acordes a las distintas situaciones de 
consumo problemático que presenten los usuarios. 


.Desarrollar un combate frontal al Narcotráfico arrebatándole un negocio que según 
estimaciones primarias se encuentra entre los 30 y 40 millones de dólares anuales y que implica una 
potencial fuente de corrupción y violencia para el conjunto de la sociedad”. 


El señor Senador Conde comprenderá que en ninguno de estos cuatro objetivos centrales 
dejados por escrito por el Poder Ejecutivo con referencia a este proyecto de ley se habla de la salud; la 
prevención de la adicción, el mejoramiento, la promoción de la salud, la contención de los adictos, su 
rehabilitación, no forman parte del objetivo de la iniciativa propuesta por el Poder Ejecutivo ni lo es del 
aprobado por la Cámara de Representantes que tenemos a discusión. 


SEÑOR CONDE.- En el numeral 3 de la exposición de motivos del Poder Ejecutivo se recoge, 
justamente, lo que yo estaba citando, que es la estrategia para el período 2011 - 2015 de la Junta 
Nacional de Drogas. Allí están contenidos los dos breves párrafos que leí, pero a lo largo de tres 
páginas y media del informe los señores Senadores podrán apreciar que la política del Poder Ejecutivo 
que se busca implementar con este proyecto de ley tiene como base, precisamente, esta estrategia de 
la Junta Nacional de Drogas que acabo de citar. En esta iniciativa se reitera el abordaje de esta 
temática, en toda su complejidad social, con una visión integral desde la oferta, desde la demanda, 
desde la reducción de daños, evitando -como bien ha leído el señor Presidente- una visión 
reduccionista por la cual el consumidor es estigmatizado y transformado, por lo tanto, en un sujeto 
vulnerable y vulnerado en el ejercicio de sus derechos individuales, y que además es abordado por el 
Estado y por la sociedad a través de la aplicación de la ley penal. Estos son métodos y formas de 
tratamiento que consideramos probadamente injustos y que son erróneos e ineficientes, según se ha 
demostrado en la experiencia nacional e internacional. Precisamente, esto es lo que tratamos de 
cambiar para definitivamente abordar el tema del uso recreativo -digámoslo así porque de esto se trata, 
si es la forma en que se quiere visualizar al cannabis- desde una nueva órbita que definitivamente 
saque el consumo de esta sustancia del mundo de la clandestinidad. 


La forma de aplicar una política eficiente desde el punto de vista del consumo, de la 
prevención, del uso de la sustancia y de sus consecuencias en la salud pública y en la convivencia 
social, debe ser abordada a la luz pública, en el campo de la regulación y no en la órbita de una 
clandestinidad manejada por las organizaciones del crimen organizado, que se transforman en un 
obstáculo y en un agravante para las posibilidades de acción de las políticas públicas y de las 
organizaciones sociales que deben participar en la aplicación de estas políticas a través de su sentido 
propio, expresando en sus funciones un sentido de solidaridad y de responsabilidad social. 


Decía que la estigmatización, la criminalización y el tráfico criminal de estas sustancias, 
encaradas como una cuestión reducida a una concepción de “guerra a las drogas”, es una política 
equivocada. Esto ha dado lugar -ya se ha dicho- a un gran debate internacional. Cuando los señores 
Senadores que no comparten este proyecto de ley hacían referencia también a las expresiones del 
Presidente de la República -que ha dicho en ámbitos internacionales de que se trata de una 
experiencia-, vale la pena enmarcarlas. Se trata de una experiencia en el sentido de que el Uruguay 
pasaría a ser, con la aplicación de esta ley, parte de un número pequeño de Estados que han decidido 
cuestionar el paradigma dominante de guerra a las drogas, para enfrentar este problema. 


Me refiero a un paradigma que surgió hace cuatro o cinco décadas en otras partes del mundo y que no 
está definido a partir de una experiencia consensuada y estudiada entre todos los países, sino a partir 
de una visión de un conjunto de países centrales, que tienen una perspectiva particular por ser 
potencias, pues son países ricos de altísimo consumo y que han decidido desatar una guerra a la 
oferta, sin admitir que en sus propias sociedades ha fracasado completamente su política de reducción 
de la demanda. De modo que la propia experiencia de los países que han diseñado esta política 
demuestra que ellos mismos han fracasado en sus propias sociedades y, por tanto, han perdido 
autoridad política para pretender la aplicación universal de las recetas que han definido. Esto es 
recogido por la comunidad internacional, ya que este debate no se inició en el Uruguay; este debate es 
propio de la última década y Uruguay llega a tiempo y, si se quiere, temprano. Nuestro pequeño país, 
que ha sido un país de vanguardia en el desarrollo de tantos derechos y conductas sociales, de tanta 
atención avanzada y exitosa de las temáticas y de las problemáticas sociales, tiene ahora por 
necesidad propia la oportunidad de mostrar al mundo que no siempre los paradigmas dominantes son 
los más correctos. 


Cuando se habla de que queremos hacer un ensayo, en cierto sentido es cierto, pero en el 
sentido profundo de la experiencia que se quiere hacer hay que tener en cuenta que al menos no es 
una improvisación, primero porque está construida sobre una crítica profunda a políticas que ya 
fracasaron y que es necesario corregir; segundo porque está construida sobre un estudio específico de 
las condiciones de la sociedad uruguaya y no pretende imponer recetas que se hayan diseñado fuera 
de la realidad de nuestro país; y tercero porque a juzgar por la reacción de la Academia, de las 
organizaciones sociales y de la sociedad toda, no sólo es una cuestión que se esté definiendo en los 
ámbitos institucionales del Gobierno, sino que se está debatiendo en toda la sociedad, la cual lo ha 
asumido como una necesidad y como un desafío impostergable. 


No quiero dejar de mencionar que este proyecto de ley tiene también su flanco vinculado a 
las políticas públicas de seguridad, sobre las que tanto se nos reclama. Nosotros consideramos 
absolutamente imprescindible reducir el espacio y el ámbito de actuación del crimen organizado como 
parte del conjunto de políticas con las que estamos haciendo frente a la compleja situación de la 
inseguridad pública. Entre las sustancias que tienen su tráfico prohibido, el cannabis es la de mayor 
consumo en el Uruguay y afecta fundamentalmente a los sectores más jóvenes y vulnerables de 
nuestra sociedad. Me refiero a “vulnerables” generacionalmente hablando porque, como ya mencionó 
la Senadora Moreira, no está comprobado que sean los sectores más pobres de la sociedad los que 
consumen marihuana, pero sí los más jóvenes. Entre 15.000 y 20.000 jóvenes están permanentemente 
expuestos al contacto con el crimen organizado, por lo que es absolutamente imperioso e 
imprescindible, por una cuestión de protección de nuestras generaciones más jóvenes y de 
construcción de una batería cada vez más sólida de políticas de seguridad pública, quitar la 
disponibilidad y el tráfico de marihuana de manos del crimen organizado. 


SEÑOR LACALLE HERRERA.- Quisiera hacer algunos comentarios sobre las expresiones del señor 
Senador Conde porque, respecto a la vinculación entre la marihuana y el delito, él se queda con una 
mitad, importante por cierto, que es la de la comercialización ilegal y, por ende, muy provechosa para 
quien la realiza porque la hace llegar cara y con cierto riesgo a manos de los muchachos. Pero esto 
también tiene otra cara. Se dice que el que consume esta sustancia entra en un estado de euforia, de 
optimismo, es decir, en estados no normales en cuanto a su raciocinio, conciencia y voluntad que lo 
hacen proclive a la comisión de delitos. El que está en la duda de asaltar un lugar porque le falta 
coraje, así como antes se podía tomar una grapa doble para juntar coraje - siempre es mejor que 
fumarse un porro-, pues, señor, a lo mejor fuma esta sustancia y se decide a asaltar. Todo lo que 
induce a euforia y a perder la noción de la realidad hacen que la persona sea proclive a conductas que 
a lo mejor sin ese incentivo no se llevarían a cabo. El hecho de conducir bajo los efectos de esta droga 


lleva a que seguramente las reacciones y los reflejos no sean los mismos, y puede ser más probable 
que el que esté bajo esos efectos cause algún daño, cuando no la muerte a otros. 


Más allá de eso, si provoca euforia y optimismo puede ser un buen incentivo para que la gente 
vuelva a votar a este gobierno, pero eso ya entra en otro plano de razonamiento. 


SEÑOR CONDE.- Tendremos oportunidad de escuchar a la Cátedra de Psiquiatría y de Toxicología 
que demostrarán con los elementos disponibles de la ciencia que los efectos del consumo de 
marihuana en las personas no son los que tanto teme el señor Senador Lacalle Herrera porque en 
realidad no producen efectos eufóricos, sino, depresivos. Tampoco hay indicación estadística de que 
haya una incidencia criminológica por parte de los consumidores. La alta incidencia criminológica de la 
problemática del cannabis está vinculada al tráfico y al crimen organizado, y entonces sigue siendo 
coherente y sólida nuestra posición referida a que la regulación y la exposición a la luz pública de la 
temática del consumo de cannabis es una poderosísima herramienta con la que confiamos contribuir a 
la disminución de la inseguridad pública. Este es un flanco que no menospreciamos porque incluso 
hemos tenido evidencia, que todos conocemos, de que el delito provocado por el mundo del 
narcotráfico es absolutamente violento, generalmente con resultado de muerte, y que en las 
estadísticas que tanto se acostumbran a usar para tratar de atacar políticamente a este gobierno, una 
de las que más se usa es el aumento del homicidio cuando este, en gran parte, está vinculado a esta 
temática. Por lo tanto, nosotros confiamos que vamos a reducir la comisión de delitos de esa 
naturaleza al implantar este nuevo tipo de políticas públicas. 


Muchas gracias. 


SEÑOR ITURRALDE.- En la Cámara de Representantes -a la que pertenezco- hemos venido dando 
este debate desde hace mucho tiempo; incluso, en el año 2010 planteamos la creación de una 
Comisión para tratar puntualmente el tema de la lucha contra la pasta base, proyecto de ley que 
presentamos en el Período Legislativo anterior y que reiteramos en este. En aquella ocasión 
apuntábamos, más que nada, a tratar de combatir fervientemente una de las principales causas de 
delincuencia que hay en el Uruguay, que es la adicción a la pasta base. Tenemos la convicción de que 
incluir en la agenda el tema de la marihuana y su legalización no tiene que ver con la realidad que hoy 
está viviendo nuestro país; los grandes problemas que se están dando en materia de inseguridad 
vinculados con la droga, están relacionados con la pasta base, y así lo demuestran las estadísticas. 
Esto lo hemos hablado con las autoridades de distintos Ministerios e, incluso, analizando los efectos de 
la marihuana, hemos visto que la temática en torno a una y otra droga es muy diferente. 


Cuando se produjo el crimen del trabajador de la cervecería La Pasiva, el Gabinete de 
Seguridad del Gobierno planteó un documento denominado “Estrategia por la vida y la convivencia” 
que incluía un paquete de quince medidas para combatir la inseguridad, entre las cuales estaba la 
legalización de la marihuana. Me da la impresión de que quizás eran catorce las medidas y alguien, 
para redondear el número a quince, gritó desde atrás “incluyan la marihuana”, porque hasta ahora no 
hemos escuchado algún planteo que muestre de qué manera la legalización de la marihuana puede 
contribuir a combatir la inseguridad. 


Más allá de que cada gobierno tiene el derecho de incluir en su agenda la temática que crea 
oportuna y conveniente tratar -en este caso este Gobierno lo ha hecho al incluir el tema de la 
legalización de la marihuana-, insistimos en que equivoca el camino -y lo hace en forma notoria-, 
fundamentalmente porque desanda todo aquello que había dicho el Gobierno anterior en el tránsito por 
el combate al tabaco, y también desanda todo el discurso que venía planteando con relación al alcohol. 
Es muy difícil de explicar a la población en general, y a los jóvenes en particular, que las drogas son 
nocivas, que la marihuana hace mal y, a su vez, que va a estar en venta en el mismo lugar donde 
venden medicinas; es muy difícil dar una señal clara a los jóvenes de que esa sustancia es mala para 
su salud. 


Quizás debí decir que no fue aprobada la Comisión que se propuso inicialmente y se creó una 
Comisión Especial de Drogas y Adicciones que ha venido funcionando con fines legislativos, aunque no 
desde el primer momento. En esa Comisión recibimos a diversos académicos -psicólogos, psiquiatras y 


médicos de distintas especialidades-, entre quienes hubo un consenso generalizado: nadie dijo que 
consumir drogas es bueno para la salud, absolutamente nadie. 


En definitiva, más allá de los caminos que el Gobierno quiera trazar, creemos que lo mejor es 
hacer una campaña en la que señalemos a la ciudadanía, particularmente a los jóvenes, que la droga 
es mala para la salud; ese es el primer camino que debemos transitar. Y el segundo sería que cuando 
vamos a plantear medidas, esas medidas hayan sido pensadas. Si bien es cierto que el Gobierno ha 
venido trabajando en el tema, recién ahora tenemos al frente de la Junta Nacional de Drogas a una 
persona seria, como es el licenciado en sociología Julio Calzada, que se preocupa por venir a hacer 
planteamientos fundados, por lo menos desde su punto de vista. Y esto lo digo ahora porque no 
notábamos esa posición, y no lo notamos cada vez que compareció la Prosecretaría de la Presidencia 
con discursos incoherentes, sin sentido, sin fundamento y tomándole el pelo al Parlamento. 


El señor Presidente planteaba algunas inconsistencias con relación a la dependencia del 
Ministerio de Salud Pública y de la Presidencia de la República, y esto tiene que ver con un camino que 
ha trazado este Gobierno, que es el de tratar de evitar el control parlamentario de algunas actividades. 
Esto se intentó también en este proyecto originalmente, porque se establecía que dependía 
directamente de la Presidencia de la República, pero algunos de los legisladores de la fuerza de 
Gobierno impidieron que se aprobara de esa forma y permitieron que tuviera contralor parlamentario. 


En definitiva, tenemos la impresión de que en este tema se improvisó. En una primera 
instancia se habló de un gran proyecto y se dijo que llegaba en un par de meses, pero demoró años. 
Se manifestó que iba a ser un artículo muy pormenorizado; tenía un único artículo. Después se dijo que 
se retiraba porque había algunas pequeñas variantes, y resultó que la variante fue un primer artículo 
por cincuenta y tantos. Posteriormente hubo negociaciones en el seno de la fuerza política mayoritaria, 
en las que no pudimos participar aquellos que no la integramos. Ese es el procedimiento que ha venido 
utilizando la fuerza política que gobierna: discutir los temas en su interna y traerlos para que se voten 
en el Parlamento. En particular en este caso nosotros manifestamos que lo que deberíamos hacer es 
tener un mensajero que nos comunicara qué ha decidido la Mesa del Frente Amplio para que el 
Parlamento tome nota, y quizás sobramos como 98. 


Nosotros reconocemos -y así lo planteamos en la Comisión todos los legisladores del Partido 
Nacional- que este es un asunto complicado, que el combate a las drogas ha sido un tema complejo en 
el mundo entero y que hay que tratar de buscar soluciones a esta temática, pero no compartimos la 
forma en que se resolvió en este caso. No tuvimos los ámbitos apropiados para poder dialogar; ojalá se 
puedan generar aquí en el Senado, para tratar de buscar un consenso un poco más amplio. 


Y lo que más nos preocupa es que esta discusión que estamos dando con relación a la droga 
tiene que ver con los valores del Uruguay de hoy. Lo primero que tenemos que hacer es mirar a la 
ciudadanía y decirle que este problema es grave y que la droga es mala. Si no le decimos eso en forma 
nítida a la sociedad y en particular a los jóvenes, no comenzamos por un buen camino. Entonces lo 
que habría que hacer, una vez que quede planteado esto, es lanzar una campaña de difusión de los 
efectos negativos que tiene la droga sobre la salud de los jóvenes, cosa que no discute ninguna 
solución académica. Y luego quizás podamos ponernos a discutir de qué manera continuamos con el 
tratamiento de un problema para el que no tenemos la solución. Naturalmente, como decía el señor 
Senador Conde, el paradigma prohibicionista ha fracasado en el mundo entero, pero de ahí a lo que yo 
llamo la “cuasi promoción”, hay muchos caminos. Decirles a los muchachos que les vamos a vender 
las drogas en las farmacias, donde se venden los medicamentos, las cosas que son para sanar, es 
como decirles “Vamos arriba”. Cuando los padres enfrentemos a los jóvenes y les digamos que la 
droga es mala, nos van a responder: “¿Qué estás diciendo, si el Gobierno la permitió y la venden en 
las farmacias, donde vamos a comprar las medicinas cada vez que tenemos un problema””. Nos 
parece que son señales contradictorias con relación a los valores que tiene nuestra sociedad. 


De manera que, más allá de que si las mayorías están, la norma se aprobará, invitamos a la 
fuerza política mayoritaria de este Parlamento a reflexionar sobre este tema y a buscar otros caminos 
que sean beneficiosos para la sociedad, tanto en torno a la salud como a los valores que queremos 
transmitir. 


Muchas gracias. 


SEÑOR AGAZZI.- Hoy empezamos a tratar este proyecto de ley que cuenta con media sanción y, 
francamente, no me siento obligado a dar mi posición sobre todos los aspectos de un asunto sobre el 
que hay gente que ha dedicado su vida y a la que quiero escuchar. 


La ingestión de moléculas externas a nuestro organismo que produce diversos efectos, sobre 
todo evasivos, es algo bastante frecuente en nuestra sociedad. Creo que, en el fondo, es un problema 
no enfrentar la vida todos los días y buscar evadirse de ella a través de diversos mecanismos, y una 
forma de hacerlo es a través de la ingestión de sustancias químicas -es muy viejo esto en la historia de 
la humanidad- que generan una adicción. Además, también hay otros tipos de adicciones. 


Me parece que este es un tema muy importante ya que si erramos la estrategia, como lo 
estamos haciendo, hay muchos beneficiados pero muchos más perjudicados. Por tanto, es un 
problema muy importante de nuestra cultura y me gustaría que, cuando un ciudadano tenga un 
problema, podamos analizarlo con él de manera de conseguirlo como aliado y no convertirlo en un 
enemigo. En ese sentido, hay que pensar en el consumidor de sustancias -de estas que hay ahora o 
de otras que vendrán después- como el centro del problema. Se trata de un muy buen negocio, ya que 
la tasa de ganancia es mucho más alta de la que obtiene gente que se dedica a actividades nobles. 
Por tanto hay que encontrar una estrategia adecuada y el Poder Ejecutivo está trabajando mucho en 
ese sentido, sobre todo porque, debido a que da tanto dinero, se convierte en una actividad delictiva 
que nos hace mucho daño. 


Ahora bien, los detalles del proyecto y los efectos que tienen las distintas sustancias sobre el 
organismo, si crean estupor o exaltación, los analizaremos con los técnicos. No quiero más que pensar 
en el problema y escuchar con mucha atención a las personas que nos van a traer su punto de vista 
desde el Ministerio de Salud Pública y de la Junta Nacional de Drogas. Son compañeros nuestros que 
están en el Gobierno, en quienes hemos depositado toda nuestra confianza. 


No me parece bueno que empecemos el análisis del proyecto dividiéndonos entre nosotros 
por motivos partidarios. Tengo la cabeza absolutamente abierta para escuchar cualquier tipo de 
fundamento y todavía no tengo los elementos como para explicar el tema; espero poder hacerlo el día 
que demos nuestra posición política sobre esta ley que iremos construyendo, como lo hemos hecho 
con otras leyes. 


Esto es cuanto quería decir, señor Presidente. 
SEÑOR GALLO.- Quisiera hacer una muy breve reflexión. 


Quien habla viene siguiendo este problema y tiene una larga experiencia. Es un tema que 
nos ha preocupado desde que ingresamos al Poder Legislativo, en el año 1995 en la Cámara de 
Representantes. Nuestra primera intervención en la Cámara, en una exposición de media hora, fue 
precisamente sobre el problema del consumo de drogas y ya en esa oportunidad, hace casi veinte 
años, planteábamos lo que en el mundo se venía analizando con respecto a las dificultades enormes y 
las repercusiones negativas que tenía el consumo de drogas, así como que las estrategias que se 
venían manejando no eran las más adecuadas. Y ya en ese momento, hace veinte años, había gente 
muy importante que hablaba de que tal vez había que cambiar el paradigma, las estrategias, y apuntar 
al tema de la oferta y modificar sus reglas. Hace veinte años. 


He seguido este tema desde siempre, y ahora se da la circunstancia de que en esta etapa 
legislativa, mi Gobierno plantea un proyecto que, creo, va en línea con una larga experiencia de 
análisis, dificultades y consecuencias que el consumo de drogas ha tenido en el mundo. El Gobierno 
ha creído necesario implementar en este momento un proyecto, que apunta a la regulación de una 
parte de las drogas, la marihuana. 


Hemos escuchado muchos argumentos. Lo que voy a afirmar de manera contundente es que 
este proyecto de ley de regulación de la marihuana apunta fundamentalmente a la reducción del 


consumo. Hay una serie de instrumentaciones y de decisiones que la ley tiene por lo que, si realmente 
se analiza esto en profundidad, no se puede alegremente manifestar que de esta forma nosotros 
queremos estimular el consumo, cuando partimos de la base de que todo consumo de drogas es 
nefasto para la salud; todos, absolutamente todos. En mayor o menor medida, todos. En definitiva, el 
objetivo es ese: disminuir el consumo. Se podrá discutir este proyecto de ley desde muchos puntos de 
vista, pero si profundizamos vamos a ver que apunta a implementar una estrategia contra las drogas, 
que se hace sobre la base de dos áreas: consumo y oferta, actuándose sobre uno u otra. Se ha 
priorizado el tema de la oferta a través de la represión, creyendo que a menor oferta no habrá 
producción y entonces el consumidor no accederá al producto. Eso ha fracasado. Sin duda, también 
puede fracasar todo lo que signifique querer que cuando actuamos sobre el consumo, tengamos 
consumo cero; es absolutamente imposible tener consumo cero, lo que en definitiva sería la solución. 
Si de algo estamos seguros, es de que en aquella área sobre la que queríamos actuar, el consumo, ha 
habido un aumento. Entonces, creemos que sobre lo que tenemos que actuar es sobre el consumo. 
Por supuesto que en esta estrategia que estamos elaborando, indirectamente, también en este 
proyecto de ley, actuamos con mucha profundidad y fortaleza en lo que respecta a la repercusión de 
las drogas en la salud. Cuando buscamos instrumentar una estrategia sanitaria creando una red de 
tratamiento y de rehabilitación; cuando intentamos que en el sistema educativo se introduzcan 
curricularmente aspectos vinculados a la enseñanza de las drogas, estamos, precisamente, apuntando 
a eso, al consumo. No se puede decir que esto significa estimular el consumo. Vamos a entendernos. 
En este país existen 200.000 consumidores, y todos, absolutamente todos: los adictos, los 
dependientes y aun los consumidores sociales, ¿adónde van a adquirir la droga? A un solo lugar: el 
mercado. 


Entonces, me parece que no hay que sacar la posibilidad a ese consumidor de acceder al 
mercado, sino que es preferible darle la posibilidad de acceder al mismo -ya que tiene derecho a 
consumir- en forma regulada, controlada y ajustada, con todas las garantías. En lo personal prefiero 
eso. No es correcto decir que este proyecto de ley de alguna manera puede incentivar el consumo y 
dar posibilidades a los jóvenes para ello porque creo, y tengo la expectativa, de que la instrumentación 
de esta iniciativa apunte a la creación de los mecanismos necesarios para actuar sobre el consumo a 
través de lo que significa la educación, la prevención y el tratamiento. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Creo que ha sido muy útil tener este primer intercambio de reflexiones sobre 
este proyecto de ley. Solicito a los señores Senadores que tengan un segundo de paciencia para 
aceptar la siguiente reflexión. 


Coincido totalmente con el señor Senador Agazzi en el sentido de que lo que me motiva es mi 
preocupación por el consumidor; creo que se debe analizar ese aspecto con la cabeza abierta y 
pensando, particularmente, en el consumidor problemático buscando la mejor forma para ayudarlo. En 
cuanto al resto, es decir, si las estrategias de lucha contra la oferta y reducción de la demanda fueron 
mejores o peores es algo que no interesa; creo que no podemos caer en un problema de falsa 
oposición, porque no se trata de que uno opte por una o por otra. Me quedo con esa reflexión del señor 
Senador Agazzi, que comparto plenamente. 


Quiero hacer dos anuncios. 


El licenciado Calzada, de la Junta Nacional de Drogas, aceptó venir el próximo jueves a la 
Comisión para conversar sobre ambos proyectos. En cambio, el Ministerio de Salud Pública asistirá 
para analizar solamente sobre el proyecto de contención y rehabilitación. El orden de ingreso de cada 
delegación lo determinará la Secretaría de acuerdo a los horarios de ambas dependencias. 


Dese cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Solicitud de audiencia de la mamá de un chico que tiene una enfermedad rara llamada 
Niemman-Pick tipo C.” 


-No es política de la Comisión recibir a personas que plantean problemas individuales, pero si 
los integrantes de la Comisión están de acuerdo, propongo que la recibamos el señor Senador 
Gallo y quien habla -que somos médicos- y tengamos una conversación previa, porque el problema es 
muy difícil de resolver. En su defecto, podemos hacer una excepción con este caso y agendar esta 
solicitud con otras cuando recibamos a otras delegaciones. Queda a consideración de la Comisión cuál 
es la conducta preferible. 


SEÑOR GALLO.- En función de que el tiempo que tenemos por delante debemos volcarlo, 
fundamentalmente, al estudio de estos dos proyectos de ley, para este caso en particular estoy de 
acuerdo con el señor Presidente en concretar una entrevista en forma personal, a los efectos de que 
después la trasmitamos a la Comisión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- De acuerdo. 
Continuamos con la lectura de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


“Solicitud de audiencia por trabajo insalubre de los municipales afiliados a Adeom, que 
cumplen tareas en el sector saneamiento. Hicieron consultas con abogados de la Comisión Honoraria 
de Trabajos Insalubres, pero no han tenido respuesta.” 


-Desde mi punto de vista, la temática relativa a la calificación de insalubre de un trabajo y los 
beneficios que podría traer consigo, compete a la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social. 


Si los señores Senadores están de acuerdo, este asunto lo remitiríamos a esa Comisión. 
(Apoyados.) 

-Dese cuenta de los restantes asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes: ) 


“Se remite una invitación para la inauguración oficial del Centro “Chanaes”, integrantes de la 
Red Nacional de Atención y Tratamiento de Drogas, Renadro, el que será gestionado por la Fundación 
Dianova Uruguay. Se realizará el miércoles 18 del corriente, en el kilómetro 46.200 de la Ruta 11, 
departamento de San José. 


Se remite copia de la versión taquigráfica de las palabras pronuncias por la señora Edila 
Sonia Aguerre de la Junta Departamental de Canelones, relacionadas con el tema policlínica de 
emergencias en Barros Blancos. 


Se remite copia de la versión taquigráfica de las palabras pronunciadas por el señor Edil 
Francisco Sanabria de la Junta Departamental de Maldonado, relacionadas con hechos ocurridos en el 
Sanatorio Alvariza de la ciudad de San Carlos. 


Se recibe un informe relativo a la Ley de Faltas. 


Por último, se recibe un anteproyecto enviado por la Asociación Uruguaya de Dietistas y 
Nutricionistas. Oportunamente, habían solicitado audiencia”. 


-Se toma conocimiento de estos asuntos. 


Respecto al último punto, si los demás miembros de la Comisión quieren sumarse, no tengo 
ningún inconveniente. Precisamente, mantuve una reunión con representantes de la Asociación 
Uruguaya de Dietistas y Nutricionistas y, además, leí el anteproyecto que presentan, que refiere a un 
proyecto clásico de regulación de una actividad profesional. 


Voy a patrocinar este proyecto de ley, por lo que, reitero, si algún otro Senador quiere hacerlo 
no tengo ningún inconveniente. 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica.) 


(Es la hora 18 y 58 minutos.) 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


